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FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tnounal Constitucional.
POR L\ AUTORIDAD QUE ]..E COSFIERE LA CONSTITU­
CION DE LA NACION ESPANOLA.

Ha decidido:
Otorgar el amparo solicitado por don Melchor Miranes Sangro

Y. en consecuencia.
l.o Declarar la nulidad de la Sentencia de 2 de diciembre de

1982 del Juzpdo de Distrito nÚDL 24 de Madrid, dictada en autos

de juicio verbal de falla'S núm. 1.215/1982, y de la de 2 de abril de
1984 del Juzgado de Instrucción núm. 8 de la misma capital (rollo
de apelación núm. 22/1984), que confirmó la anterior.

2.o Retrotraer las actuaciones al momento anterior al de la
citaciOO para la celebracióa del juicio de faltas ante el mencioIWIo
Juzgallo de Distrito.

Publiqu~ esta Sentencia en el «Boletín' Oficial del Estado".

Dada en Madrid a seis de Bbri1 de mü novecientos ochenta '1
siele.-Gioria Be:gué Cantón.-Angel LaWtre Segura.-Fernando Gar­
cía-Moa y GonzáJez-Regueral.-Carlos de la ~ega Benayas.-Jesús
Le¡uina Villa.-Luis López Guerra.-FianadOll y lUbricados. .

la si¡uiente

La Sala Sepmda del Tribunal CoIlstitucional, compuesta por
doña Gloria Begué Cantón, Presidenta; don An&d Latorre Sesura,
don Fernando Garcia-MOD y Gonzá]ez.Reguera1, don Carlos de la
Vep Benayas, don Jesús LeguiDa Vella y don Luis López Guerra,
Ma¡istrados, ha pronunciadO

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 520/1985, promovido por el
Procurador de los Tribunales don José de Murga Rodríguez, en
nombre y representación de «Casino de Mallorca, S. A.», bajo la
dirección del Letrado don Santiago Muñoz Machado, contra las
Resoluciones del Gobernador ciVIl de Ba!ea= de 16 de enero de
1981, y del Ministerio del Interior. de 3 de octubre del mismo año,
por las que se impuso una multa por infracciones del RegIa!!1ento
de Casinos de Juego de 9 de enero de 1979. Han ~mpareCldo el
Ministerio Fiscal y el Letrado del Estado y ha sido Ponente el
Magistrado don Angel Latorre Squra. quien exprna el parecer de
la Sala.

. I. ANTECEDENTES

l. Por esaito que w.o entrada ell elle TribuDtll el 8 de junio
de 1985. procedetUe del Juzpdo de Guardia, donde fue presentado
el 30 de ma)'O anterior, el Procurador don José de Murga
Rodrf&uez, en representaciÓll de «Casino de MaJlon:a, S. A.»,
interpuso recuno de amparo sobre la bee de 101 fundameutoI de
hecho y Derecho que a continuación se resamen. .

2. El Gobernador ciw de Baleares impuJO a la sociedad hoy
recurreDte una multa de 250.000 peaelU u amparo de la 0rde1l del
Ministerio del Interior de 9 de euero de 1979, quc aprueba el
Rqlamento de Casinos. de JUClO, SlIIlciáB quc fue cosfinnada ea
aJzada por el Ministerio del 1nlCri« el 31 de octubre de 1981.

InterpueslO recuml COtltelll:iollo-admiDistntMt contta las meD­
ciODadas taOiuciones primadmls, fue estimado por SeIIteacia
de la AudieDCia TenitoriaI de Palma de Mallorca, de 13 de octubre
de 1982, que anuló aqudlas SlIIIciOlle5 ea virtud de lo dispuest!) ea
el Brt. 25.1, en rdacióll coa el 9.3 Y el 53.1, todos ellos de la
Constitución.

Apelada esta Sentencia poi' el Abollado del Estado, fue a SIl vez
revocada por oua de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, de 10
de abril de 1985., que c:onfirmó los BClOS adminiSlruivos impugna­
dos, como l\iustados a Derecho.

3. CollSidera la recum:nte, sin c:mbarao. que estos 8ClOI
constituyen una f1a&nm.Ie violaciÓll .deI. ':"- 1$.1 ~ la Constitu­
ción. En efecto, a los efectos del J:'"napto de~ que esII:
precepto establece, las Cortes Constlf!lYClltes~dis~~
el ordenamiento penal y el ordena~to ~oaador~­
tivo, lo que ha hecho quela~ y la Junsprudeticia ~ '!aya
planteado la necesidad o_no de reserva de Ley ea este úlUIDO

cam~ue es dificilequi~el ordelllllt1iealo peDB1 y el admill.is­
trativo sancioDlldo a 101 efcctoI del ámbito de cobertura de la
necesaria reserva de la Ley es&ablecido ea el 8ft. 25.1 de la
Constitución (SSTC 7311982, de 2 de diciembre, '1 77/1983. de 3 de
octubre) se recaba que la JlOtestad sancionadora de la ~lr!'­
ción está sujeta a determ~s límites y, ~tre ellos, al pnn~plO
de legalidad, que determlDB la necesana cobertw'a de dicha
potestad en una norma de rango 1esaJ, con la consecuencia del
carácter excepcional Que 101 poderes sanciODlllOriOll en manos de la
Admiaistración presentan.

Ello no quiere decir qUe el tipo (infracción) y la sanción tenpD
que estar totalmente predelerminados o fij~os por la Ley, ya que,

10811 Sala Segunda. ReclAlW de amparo núlIL 52011985.
Sentencia núm. 41/1987. de 7 de abril.

en el ámbito del ordenamiet1lO admiJus1ratlvo, la detiniciÓll
completa de conductas punibles es imJlOSible de reauJar en la Ley,
so pena de alterar la. estructura de poder dibujada por la Constitu­
ción. Pero, al menos, esa necesaria cobertura lepI establecidB en
el art. 25.1 alcanza a la previsión de habilitaciÓD 1epl de la
potestad administrativa sancionadora y a la reauJación mlnima, en
la Ley, de los tipos y sanciones y, en conaeto, de los límites
máximos de Mas. Así se deduce tambiia de la interpretación
llevada a cabo por ciertos ÓJ1BnOS del Estado, como el.propio
Tnounal CoDSt1tucional (aparte de en las Sentencias citada,
indirectamente tambi6D en la Sentencia de 7 de mayo de 1981) Yi
especiaJmente, el CoIlsejo de Estado (Dictamen nÚDL 44.523, de
de julio de 1982 y Memoria elevada al Gobierno en el mismo año).
Y, si bien la Sentencia constitucional últimamente mencionada
señaló que no se puede pretender la retroactividad de la Constitu­
ción en el supuesto del Brt. 25.1 ello si¡nifica tan sólo la validez de
los reglamentos sancionadores que, sin respetar la reserva de Ley
contenida en aquel precepto, se hayan promul¡ado con anlerion­
dad a la entrada en vi¡ar de la Constitución. Así lo confirma la
Sentencia del Tribunal Constitucional 83/1984, de 24 de julio, que,
en relación con la reserva de Ley establecida en el Itt. 36 de la
Constitución -menos importante qllC la del 8ft. 25.1, puesto que
ésta afecta a derechOll fundamentales y h1lertades públicas- declaró
taJantemente que debían entenderse caducados desde el momento
de la entrada en vigor de la Constitución e inconstitucionales las
normas con ran¡o de Ley que, sin contener loa mínimos exigidos
por la reserva, remitían a la potestad reglamentaria.

La sanción ~~~ra le recW7C fIlO impuesta al amparo del
lUgIamenlO de . s de Juego, aproMdn~Orde1l del Minis~
rio del Interior de 9 de enero de 1979, ento que se renute
pBrll la imposición de mullaS al 8ft. 1 a) del Real Decreto
444/1977, de 11 de ltIlII'Zo, el cual, a IV vez, QQIIlPkmeata lo
<fi.spues1o en d Real Decreto-~ de 25 de febrero de 1977. Este
último lt¡uJó por primera vez e1Juepl en EIPalia. dando una a_
redacción, en su art 2, a los arts. 349 y 350 dél Código Penal, y
autorizmdo al Gobierno, eft su art. 4, «para dietar, a propuesta del
Ministerio de la Gobernación, las disposiciones CÓItlplementarias
que 51eIJJ preciSBS para la conaecuciÓll de las finalidades~daB
por e111eal Decreto-Iey~inando las aanciones adullDistrativas
~im~ para correcir las infi'ac:ciones de aqnélias».

. habilitación fue usada por el Real Decreto «4/1977,
C1J)'O art. 10 tipificó una serie de infracx:iones y sanciones COII
independencia de lo dispuesto eD loa arts. 349 f 350 del Código
Penal Yde la infracciones que tipifiqueD los Reg\Bmentos partía¡­
lares de los juego.. Hasta entonces el ordenamiento del jueao
podfa OO'Ilsiderarae lepl, pues no podia habIane en esas fechas de
principios constituciODtl1es ea materia de resena de Ley de
sanciones.

Ahot1l bieB, la sanción de que se trata se impuso con afTCIIo a
la Orden ministerial de 9 de enero de 1979. Pero esta Orden l!0
podía ampararse en una norma preconstitueional habilitadora de la
potestad sancionadora que no cubria los mfnimos constitucionales
e~~ de Ley, toda vezcJna;ja~entrada eft. vit!>r dela .. babía que entender las deslepIizacione
el! bloque operadas por normas anterioRs.

Junto a esus OO'IlsideracioDes se reeIw:tm en la demallda de
amparo los fundamentos de la doctrina sentada por el TribllDtll
Supremo eD su Sentencia de 20 de Rbrero de 1985, a la que se
remite la que confirmó las resoluciones administrativas ahot1l
impugnadas, según las cuales el bloque de la legalidad mencionado,
en materia de juego, apresuradamente f'onnad~, tuvo que~
llarse como lo hizo para atender a los aprem10s de 1InB decisión
política (la lepIización del juego) y a la necesidad concurrente de
establecer OO'IltlO1eS rigurosos JIl!ftI veJar por inlereteS y va1oI:es
morales necesitados de especial protección, as( como que, en
atención a 1011 mismos, procede ftexibilizM el imperio de la
legalidad, no abaDdonáDdola, sino supliendo lo que ~~~y de
garantia ex ante por la que ex post ofrece el control JUnsdiccioDtll
a que obliga el 8ft. 106 de la Constitución, al ser las normas
sancionador8l de rango reglamentario-. Estos lU'JUmentos no son
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admisibles, ~ún la recurrente por cuanto, de un lado! la ~rsecu­
ción de una finalidad «IIIo;&imente evaluable» no Justifica los
medios empleados, cuando con ello se niesan de raíz los más
elementales principios constitucionales, y, por otro, porque no
puede confundirse la garantia de la reserva de Ley que consagra
el arto 25.1 de la Constitución con el control de la legalidad de la
actuación administrativa a que se refiere el arto 106, ni diluir
aquella en este Ultimo.

Finalmente se recuerda que el recurso de amparo se interpone
contra actos de la 'Administración, aunque tiene 'u base en la
inconstitucionalidad de un reaJarnento sanCionador, que es tam­
bién susceptible de recurso de amparo.

En consecuencia, se solicita de este Tribunal que anule las
resoluciones administrativas impugnadas, así como los arts. 55 a 60
de la Orden Ministerial de 9 de enero de 1979, relativos al réBimen
sancionador.

4. Por providencia de 10 de julio de 1985, la Sección Primera
.de este Tribunal acordó admitir a tmnite la demanda de amparo
y, conforme a lo dispuesto en el arto 51 de la Ley Or¡ánica del
Tribunal Constitucional, requerir de los ór¡anos competentes las
actuaciones procedimentales previas y el emplazamiento de quie­
nes fueron parte en los respectivos procesos, para que pudieran
personarse en el recurso de amparo.

Recibidas las actuaciones requeridas y ~nado el Abopdo
del Estado la Sección acordó, por providenCia de 30 de octubre de
1985, dar vista de las presentes actuaciones y de las remitidas a la
Entidad recurrente, al Ministerio Fiscal y al AboIado del Estado, a
fin de que en el plazo común de veinte dlas seftaládo en el arto 52.1
de la citada Ley Or¡ánica formularán las alegaciones que estimasen
pertinentes.

5. E! Ministerio Fiscal formuló sus a1epciones el 27 de
. noviembre de 1985, interesando la desestimación del amparo

solicitado. Tras referir los antecedentes de hecho del recurso
interpuesto, subrayando los fundamentos contradictorios de las
Sentencias de la Audiencia de Palma de Mallorca y del Tribunal
Supremo previas al mismo, ~ tras señalar que lo que se solicita es
la declaración de inCOnstituClOnalidad del R~ento de Casinos
de Jue¡o de 9 de enero de 1979, por no diSponer de la debida
cobertura legal, afirma el Ministerio Fiscal que el arto 25.1 de la
Constitución ha extendido a las infracciones administrativas el
principio de reserva de Ley ya reconocido desde tiempo atráspara
los delitos, pero que el ReaIau!ento en cuestión es válido, cual­
quiera que sea su fecha, pues se dictó al amparo de una norma con
fuerza de Ley, el Decreto-Iey de 25 de febrero de 1977, que fue
emitido observando las prescripciones de disciplina normativa
entonces vigente '1 cuya validez no se ve afectada retroactivamente
por la ConstitUCIón. Ahora bien, si se reconoce ~mo hace la
propia recurrente- la validez de una norma preconstituciona1, que
no se ve afectada por la publicación de la Constitución, hay que
deducir que todas las consecuencias que se deriven de la misma (no
opuestas a la Norma fundamental) habrá que considerarlas igual­
mente válidas. y así se seilala en la Sentencia del Tribunal
Constitucional 11/1981, de 8 de abril, incluso Sarelación a una
materia -el derecho de huel¡a- reservada a la Orgánica.

La reserva de Ley aparece, por tanto, cumpli formalmente.
Pero lo que la recurrente objeta no es tanto 9ue talte un respaldo
lepl explícito, como que la delegación existente en favor del
GObierno se presenta como insuficiente por excesiva, es decir, que
no existe la cobertura minima de tipos y sanciones que se deduce
de la interpretación del alcanc:e del arto 25.1 de la Constitución.
Ciertamente, el arto 4 del Real Decreto-Iey indicado contiene una
autorización amplisima. Pero el Ministerio FISCa1 se inclina a
pensar que la exqencia de reserva de Ley se cumple, en lo que a
la habilitación concierne, con la existencia de una Ley. Cuestión
distinta es que el ReaIamento se lijuste o no a los términos de la
habilitación; pero esta no es una cuestión constitucional, sino que
corresponde dilucidarla a la jurisdicción ordinaria. Además, en el
caso en que nos ballamos¡ es dificil pensar que la delegación que
se hizo en favor del Ejecutivo pudiera ser más concreta y de al¡una
manera, aunque fuéra tfmida, establecer las conductas y las
sanciones. Concretándonos a la sanción impuesta, ésta lo fue por
incumplimiento de lo dispuesto en los arts. 32.4 y 33.4 a) del
Reglamento, que se refieren a las taJ:ietas de entrada en los casinos
y las formalidades que hay que observar, siendo su inobservancia
sancionada con arreglo al arto 57. Ahora bien, es im~nsable que
una Ley pudiera entrar en la reaulación pormenonzada de los
requisitos o forma!idades de entrada a los casinos. Y, desde luego,
no se ve qUé prantia pudiera reportar que la Ley hubiera
concretado más de lo que dice.

E! Tribunal Supremo, no en la Sentencia~ a este recurso,
pero si en otras a las que se remite, no ha obviado el problema que
puede plantear la habilitación más bien genmca que contiene el
citado Real Decreto-Iey en su an. 4. Sólo que, ponderando las
razones concurrentes, entiende que no hubo lesión del derecho
constitucional invocado, pues las exigencias de la reserva lesa! han

quedado cumplidas con una autorización menos precisa, aunque
reputada razonablemente suficiente, aparte de que a ello se une la
¡arantia del control jurisdiccional del Reglamento, que no es que
desplace o sustituya a la garantia dispuesta en el arto 25.1 de la
Constitución, pero si evi~en~ una seria preocupació!l P,Or la
protección de los derechos mdividuales amparados COnstitUCiOnal­
mente.

Por último, recuerda el Ministerio Fiscal que la Sentencia
73/1985 del Tribunal Constitucional no detectó en relación con el
asunto que resolvfa -la sanción de prohibición de entrar en casinos
de juego a un particular- la posible opoSición a la Constitución del
Reglamento i1hora .cuestionado, y que, si bien c:1 m!ltivo del ~urso
no era el arto 25.1 sino el 24.1 y 2 de la 'ConStitUCión, fue aplicado
sin objeción constitucional alguna. Y la Sentencia 83/1984

i
que

declaró deroIada la Ley de Bases de la Sanidad Nacional de 5 de
noviembre eJe 1944 por infrin¡ir ,absolutamente una inequívoca
reserva de Ley, puntualizó que ello no entrañaba la invalidez de las
normas reaJarnentarias dictadas a su amparo basta el momento de
la derogación, aún después de la Constitución, remitiendo el
control de legalidad y constitucionalidad de estas normas infralega­
les a los ór'pnos del Poder Judicial, en la línea de al¡uno de los
llJIUIIIentos lI.ue ahora sostiene el Ministerio Fiscal.

6. También el Letrado del Estado, que presentó sus alegacio­
nes el 29 de noviembre de 1985, solicita la desestimación del
recurso de amparo. Apoya esta pretensión en los siguientes
ar¡umentos;

Como se indica en la demanda, el Real Decreto-Iey 16/1977, de
25 de febrero, supuso una alteración sustancial de la ordenación
normativa basta entonces vigente en esta materia y, entre otras
cosas, efectuó un conjunto de habilitaciones al Gobierno para el
desarrollo reaJarnentario de las sanciones administrativas que
Iluedan imponerse Ian. 4.1 a» y al entonces Ministerio de la
Gobernación para establecer 1'egIas especiales en cuanto a la
constitución y funcionamiento de casinos de jue¡o (art. 4.2). Con
idéntica naturaleza preconstitucional que el Real Decreto-Iey
citado, el Real Decreto 444/1977, de 11 de marzo, dio cumpli­
miento, entre otros aspectos, a la habilitación del arto 4.1 a) de
aquél estableciendo, «con independencia de lo dispuesto en los
arts. 349 y 350 del Código Penal y de las infracciones que tipifiquen
los ReaJamentos particUlares de los jUeJoP unas concretas prohibi­
ciones (an. 10.1), enunciando las sanCiones aplicables a las inftac..
ciones de lo dispuesto en el propio Real Decreto 444/1977 y de las
nonnas de los Reslamentos ~culares que se dicten en ejecución
del mismo (an. 10.2) f habilitando, a su vez, a los Reglamentos
Jlll!ticulares de cada ~uego para determinar concretamente las
infracciones y las sanCiones a ellos aplicables (an. 10.3).

La irretroaetividad de la Constitución respecto a los modos de
producción normativa ha de suponer que, salvo que su contenido
material se encontrase en contradicción con los preceptos constitu·
cionales -lo que no se cuestiona- la vigencia ~sconstitucional de
sus contenidos (tanto del Real Decreto-Iey 16/1977 como del Real
Decreto 444/19'17) no podrá cuestionarse argumentando la exorbi·
tante amplitud de la habilitación conferida en el arto 4 del citado
Real Decreto-Iey o el carácter reglamentario, y no de norma con
fuerza de Ley, del arto 10 del Real Decreto 444/1977.

La fundamentación del presente recurso desarrolla la significa­
ción del principio de legalidad en el ámbito de la potestad
sancionadora administrativRr reconociendo el carácter necesaria­
mente genérico de la tipificaaón~susceptible, y aún necesitada
en muchos casoS, de desarrollo mentario, lo que al Letrado del
Estado parece indudable (y así lo reiterado el Tribunal Constitu·
cional en la STC 87/1985), teniendo presente la necesaria distin­
ción entre las sanciones administrativas orientadas a la protección
del orden general y aquellas que aparecen insertas en regímenes de
supremacía especial (STC 66/1984). Pero la demanda, al valorar la
observancia del1fmite impuesto por el an. 25.1 de la Constitución
a la actuación sancionatoria administrativa, realizada ya blijo la
vigencia de la Constitución, prescinde de la virtualidad que ha de
atribuirse al arto 10 del Real Decreto 444/1977. En efecto, el vicio
de cobertura Jegal imputado al ReaJamento de los Casinos de
II1el10s (Orden Ministerial de 9 de enero de 1979) se construye
pomendo en relación directa este ReaJamento con el arto 4 del Real
Decreto-Iey 16/1977, habida cuenta que la desl~ción efectuada
por este precepto con anterioridad a la COnstitución habla caducado
a la entrada en vigor de esta última. Pero este vicio de cobertura deja
de ser tal si, junto a la cláusula habilitante del art. 4 del Real Decreto­
ley, se atiende al arto 10 del Real Decreto 444/1977. Este último
artículo tipifica con suficiencia (aunque siempre dentro del carácter
atenuado o minimo con que ha de predicarse la exigencia de
cobertura lesa! para el ámbito de las infracciones y sanciones
administrativas), y por medio de una norma formalmente válida en
el instante de su promulgación, las infracciones y sanciones
administrativas en materia de juego, lo que determina que la
ulterior reglamentación, emanada ya blijo la vigencia de la Consti·
tución (Orden Ministerial de 9 de enero de 1979), responda no a
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una cksleplización en bIaDco SÍDO a UD fenómeao de remisióD a la
potesUd reghunentaria.

Por tanto, no duda el Letrado del EI1lIdo de la~6n que
como derecho fundamental corresponde al principio de Icplidad
en materia sancionatoria coosa¡rado en el arto 25.1 de la Constitu­
ción, dado el caricter de prantfa de las reten'lIS de Ley previstas
en ella (STC 83/1984), ni iIe que eUo compona la incompatibilidad
con la misma de las babilitw ioocs ca bIaIK:o a la potestad Jqlamenta­
ría. Pero 110 el 0lIIltI'IIria • lo dispueIIo ca el Rferido an. 25.1 una
resuIacióD reaJamentaria de c:aDclcr JlC*lClIIStitucioDal sobre infrao.
clones y sanciones, siempre que ca el momento de su etIIlUllición
apareciera delimitada por la Jeai"ación vileDte que, en el pmetlte
caso y por las IlIZOnes expuestaI, no sólo el el art. 4 cid Real
Decreto-ley 16/1977, sino tambl6n el Real Decreto 444/19n. Así
se deduce de la SenteDcia 83/1984 que, a efectos de determinar el
alcance de su fallo, 110 posibilitaba la emaDIICÍóD de nuevos
res\amentos amparados en la cláusula~ habilitante de la Ley
preconstitucional entonces enjuiciada, pero estableció "ue la pér­
dida de vi¡encia de tal habilitación no implicaba la invalidez de las
nonnaa recJamcalariaa ya existentes, refirimdoee, catre otros
supuestos, a nonnaa de carkter poscoustitucional que aparecía
como desarroUo o complemento de las de carkter preconstituc:io­
nal válidamente emaned.. duraDte la visencia del art. 4 del Real
Decreto-Icy 16/1977 no arrastt1l la pérdida de virtualidad de
remisiones ~D1lII'iaa, de sepndo JflIdo, contenidas en nor­
mas preconstltucionales aprobadas al amparo de aquél Y, puesto
que la Orden Ministerial de 9 de enero de 1979 no responde a la
deslegalizacióD operada por aquel Real Decreto-Ie)', siDo a la
remisión contenida en el art. 10 del Real Decreto 444/19n, norma
de indiscutida vi¡encia y que delimita suficientemente el imbito de
esa remisión reaJa¡nentllria embIeciendo una tipifiración minima de
infiBcciones y SlUIciones, no puede RP\IlU'Se contraria al art. 25.1 de
la ConstituCión la citada Oi'den MinisteriaL

A eUo añade el Letrado del Estado dOl úl1itnaI consideraciones.
En primer lupr que, aún si se declarase la nulidad de los arta. 55
a 60 de la Orden de 9 de enero de 1979, la SlIIICÍÓD impuesta a la
rec:urrente proc:ederia ~I8Jmente por aplicación directa del art. 10.2
del Real Decreto 444(m, lo que determínaria la subsistencia de
aqn~san~ónen vinud del principio de couxrv&cióD de 10& actos
administratIvos. En seaunclo tblnino, que el pceciso apuntar la
justificación con que la Sentencia del TnDunal Supremo que la
demandante critica aprecia el efecto de vado normativo que se
produciría,~ a la re¡uIaci6u. cid jucao, si la deropc:ióD
del arto 4 del Real Decreto-ley 16/19n se extendiera ala deropción
de la totalidad del bloque normativo establecido al amparo de la
habilitación que contiene.

7. La representación de la Sociedad recuJ'Iellte reitera en este
trámite las alegacionet y pedimentos conteniclOl en la demanda de
amparo.

8. Por providencia de 18 de mano de 1987, se lijó para
deliberación y faDo del presente recurso el d1a 25 del mismo mea
Y año.

n. FUNDAMENTOS JURID1COS

l. La únia cuesti6n a resolver en esta SenteDcia atañe a la
pretendida infraccióD del derecho limdamental proclamada en
el art. 25.1 de la Constitución que la Sociedad recurrente imputa al
acto administrativo del Gobernador civil de Baleares poi' el que se
le imponía una sanci6n pecuniaria, en aplicación de lo dispuesto en
la Orden del Ministerio del Interior de 9 de enero de 1979 que
aprueba el ResIamento de Casinos de Juqo. La impuanaciónse
basa precisamente en la afirmación de que esta Orden Ministerial
no reSPeta la ¡arantfa de la reserva de Ley o del principio de
legalidad. establecida en el citado ¡ncepto constitucional, prantfa
que configura un verdadero derecho subjetivo de carácter funda­
mental. De ahí que se solicite ipalmente la declaración de nulidad
de todos los preceptos de la Orden Ministerial aplicllda que
vulneran aqueDa reserva de Ley.

Esta iiltima pretensiÓl1raeomcamente enUDCiada, desborda, sin
embar¡o, los límites del presente recurso de ampuo, de acuerdo
con lo previsto en el art." 41.3 de la Ley <>rpnica del Tribunal
Constitucional, ya que,~ expresamente la impupación
contra un lIC10 administrativo siD¡ular supuestamente lesivo de
derechos constituciona1es, no pueden c:oafi&\u'arse aquellas normas
como objeto autónomo cid recurso de amparo, sin ~uiciode que
este Tribunal ¡n¡eda pronUllCiane sobre su conformidad al~pto
constitucionaf invocado en la medida en que asI lo w¡iera el
objeto esDeCifico del m:urso.

2. E1 art. 25.1 de la Constitución prescribe que cmdie puede
ser condenado o sancionado poi' acciona y OnusiODel que en el
momento de producirse no constituyan delito, Iillta o iJIfrlIl:ción
administrativa, según la lqislaci6n Vl&eDte en aquel momento». El
~ho fundamental as! enunciado incorpora la reaJa nulllll7l
cmnen nulla poeM sine lege, extendiéndola incluso al ordena-

miento sancionador administrativO, YCODlp1ende una doble pran­
tia. La primera, de orden material y ak:anCe absoluto, tanto poi' lo
que te refiere al ámbito estrictamente penal como al de las
sanciones administrativa, refleja la espCcjaI trucendencia del
~o de sepridad en dichol Úlbitoslimitativos de la libertad
Individual y te tl'llduce en la imperiOla exi¡encia de predetermm.
ci6n normativa de 1u conductas ilfcitas y de las sanciones
correspondientes. La seaunda, de carácter fonDal, le refiere al r&IIIO
necesario de Iu norma tipitialdcxu de aquellas conductas y
regu1adoraa de estas sanc:ioDes, por CWUllor como CIte Tribunal ha
señalado reiteradamente, el tmnino «IccisJación visente» conte­
nido en dicho art. 25.1 es expresivo de llDll reserva de Ley en
materia sancionadora.

Como se ha expuesto, es elta reserva de Ley la prantia que la
recurrente eDtiende vu1Derada ca el presente cuo, y ello porque la
sanción que le fue impuesta por la AdmiDistraCl6n se adoptó de
conformidad con lo dispUC5to en una norma feI1amentaria, la
Orden Ministerial de 9 de enero de 1979, aprobada en virtud de la
remisi6n en b1aDco o incondicionada que efectuó el art. 4 a) del
Real Decreto-1ey 16/1977, de 25 de febrero, pm:epto éste que
califica como meramente desl.....lizador•

A este respec:lo es preciso reiterar que, si bien el alCllllCe de la
reserva de Ley establecida en el art. 25.1 no puede ser tan estricto
en relaci6n con la reaulación de 1u infracciones y sanciones
~tivu~moP!lf referencia a los tipos YSlUll:iona penales
en sentIdo estrtcto, bien por razones que atañeD al moclelo
constitucional de distribución de 1u POtesWies públi<:as, bien por
el carácter en cierto modo insuprimible de la potettad reaJamenta­
ría en ciertas materias (STC 211987, de 21 de enero), bien, por
último, por exi¡encias de prudencia o de oponunidad Q.ue pueden
variar en los distintos imbitos de ordenaci6n territoriales (STe
87/1985, de 16 de julio) o materiales, en todo calO aquel precepto
constitucional determina «1a. necesaria cobertura de la potestad
sancionadora de la Administración en una norma de ran¡o lep1»
(STC n /1983, de 3 de octubre), habida cuenta del canIcter
excepcional que los poderes sancionatorios en manos de la Admi­
nistnlcióD presentaD. Mis aón, y hecha la salvedad de 1u infraa:io­
nes que se cometan en el seno de 1u relacionet de sujeci6n especial,
en las que la .JI!OPÍ& reserva de Ley pierde pane de su fundamenta­
ci6n material, en cuanto expresiva de una capacidad
administrativa de autoordenacióD que 1u distinaue del ius
punietuli aenérlco del Estado (STC 211987, citada),~ afirmarse
que la reserva de la Ley contenida en el art. 25.1 de la Con$titución
despliep una eficacia semejante a las que establecen otras norma
constitucionales. Es decir que, como ha sellalado este Tribunal con
reIaci6n a al¡una de eI1as, la reserva de Ley DO excluye «1a
posibi1idad de que las Leyet contenpD retmsiona a nonnaa
reglamentarias, pero si que tales remIsiones haaan DOsible una
regulacióD independien~ 1 no claramente IUborclinada a.la Le}'»
(S'tC 83/1984, de 24 de julio), pw:s esto último supondrla dep'adar
la pra:Iltfa esencial que el pnncipio de reserva de Ley entraAa,
como tOnna de aJeIUI'lIl" que la re¡ulacióD de los ámbitos de
hbet1ad que coiicsponden a los ciudadanOl depende excIusiv.
mente de la voluntad de sus representantes.

En COIllClCUmc:ia debe reputane coatraria a las meDcionadas
. ·as consti1uclonalel no sólo la~ re¡1amentaria de
~onesy sanciones carente de toda base 1epI, SÍDO también,
en el imbito de tu rclacioDel de lUjecióD poeraI, la simple
habilitaci6n a la AdmiDistracióD, por DOnlIa de raDIO Iepl vacía de
todo contenido material propio, p8r& la tipificación de los ilícitos
administrativOl y las correspondialla CODIllCUenciu sanclolllldo­
ras. Puesto que tu potestades administndiva rcIlIlivas a la prlIetica
de juegol o apueslU orpnizados poi" particulares o que tiene I~
en establecimientos de naturaleza priVada se enmarca en el ámbito
de las relaciones de supremaáa o sujeción~ ya que se trata
de una actividad~ a la orpnización de los servicios llúbIicoa
por mú que estrictamente~ y limitada, puede decirse que
la remisión al reglamento del art. 4 a) del Real Decreto-Icy 16/1977
no responde a las prescripciones del art. 25.1 de la Constituci6D,
dados los amplisimOl tmninoI en que se formula: Autorización al
Gobierno para dictar «1u disposiciODeI COIDJ)Iementarias que sean
precisas para la consecucióD de 1u finalidades perseauidas por el
presente Real Decreto-Iey, determinando Iu sanciones administra­
tivu que puedan imponerse para correcir las infracciones de
~~~. . .

3. Ahora bien, "ue la menc:ionada habilillIción Iepl no dé
cumplimiento al p¡1nc¡pío constitucional de Jepüdad de las
nol1DllS sancionadoras no sipilica, como la pro~ recurrente
reconoce en coincidencia con las alcpciones del Ministerio Fltca1
Ycid Letrado del Estado, que la misma haya perdido a ,adiqu su
validez, al estar contenida en la norma preconstitucional. Este
Tribunal ha lM'i\aJado ezpres&DlCI'1!e que «DO el posible~ la
reserva de Ley de lIllIDeT& retroactiva pera anular disposiClODel
rquladoras de material y de si1llacioncl respecto de 1u cuales tal
reserva no existía de acuerdo coa el Derecho an1erior» a la
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Constitución (STC 11/1981, de 8 de abril, fundamento jurídico 5.°),
y más específicamente por lo que se refiere a las disposiciones
sancionadoras, que «el principio de leplidad que se traduce en la
reserva absoluta de Ley no incide en disposiciones o actos nacidos
al mundo del Derecho con anterioridad al momento en que la
Constitución fue prom)l!gada¡> (STC 15/1981, de 7 de mayo
fundamento jurídico 7."): P"or consiguiente, la remisión genérica C1ei
arto 4 del Real Decreto-Iey 16/1977 pudo desl!leaar plenos
efectos con anterioridad a la entrada en vigor de la Constitución.
De ahí que tampoco pueda ponerse en cuestión, desde el punto de
vista del principio de reserva de Ley, la validez del Real Decreto
444/1977, de 11 de marzo, que también con anterioridad a la
Constitución, hizo uso de la cláusula general de habilitación
indicada, lo que igualmente aceptan todos los comparecidos en el
presente recurso.

Admitida esta primera conclusión, es claro, por el contrario, y
as! lo ponen de manifiesto la parte aclora y el Letrado del Estado,
que la incompatibilidad del arto 4 a) del Real Decreto-ley 16/1977
con las exigencias de rango normativo del art. 25.1 de la Constitu­
ción determina la caducidad por derogación de aquel precepto
legal, es decir, de la deslegalización que efectúa de la regu1aclón
reglamentaria de las infracciones y sanciones en materia de )ue,o,
desde el momento en que adquiere vigencia el Texto constItucIO­
nal, conforme a la doctrina establecida en nuestra Sentencia
83/1984, de 24 de julio (fundamento jurídico 5.0 ).

Discrepan, en cambio, ambas partes sobre los efectos que haya
de tener tal derogación en relación con la validez de la Orden
Ministerial de 9 de enero de 1979, dictada ya ~o el imperio de la
Constitución. Mientras que para la recurrente los preceptos regu1a­
dores de infracciones y sanciones incluidos en dicha Orden son
nulos, por ampararse en una habilitación legal ya caducada, el
Letrado del Estado aduce que aq~llosno traen causa directamente
de la remisión normativa que opera el Real Decreto-Iey 16/1977,
Q.ue fue cumplimentada por el art. lO del Real Decreto 444/1977,
smo que. son consecuencia de la remisión de segundo grado
contenida en este último Real Decreto perfectamente válido. En
este sentido recuerda que, según lo dec~o en la meritada STC
83/1984 (fundamento Jurídico S."), la pérdida de viBencia de una
habilitación legal tan amplia como la aquí contemplaCla, derivada
de su colisión con la Constitución, no lUTIIStra la de las disposicio­
nes producidas a su amparo mientras estuvo vigente, «ni aJortiori,
la de las que, a su vez, son desarrollo o complemento de éstas (...)
o no tienen otra finalidad que la-de complementarlas para asegurar
su concordancia con otras normas de incuestionable validez».
Entre estas últimas disposiciones reglamentarias de desarrollo que
en vigor, a pesar de ampararse en una habilitación legal caducada
o derogada, la STC 83/1984 menciona aJaunas aprobadas con
posterioridad a la Constitució!!r de lo que deduce el Letrado del
Estado la validez de la Orden Ministerial de 9 de enero de 1979 que
allora examinamos.

No obstante, cualquiera que sea la validez y aplicabilidad de las
normas preconstitUCIOnaleS incompatibles con el principio de
leaa1idad que garantiza el art. 2S.1 de la Constitución, es claro que,
a partir de la entrada en vigor de la misma, toda remisión a la
potestad reglamentaria para la definición de nuevas infracciones o
la introducción de nuevas sanciones carece de virtualidad y
eficacia. Si el reenvio al reaJa¡nento contenido en una norma legal
sin contenido material a1&uno no puede ya producir efectos, con
mayor razón aún debe predicarse esta fillta de eficacia respecto a la
remisión de segundo llflIdo establecida en una norma sin fuerza de
Ley. y ello, aunque esta última contenga una regulación suficiente,
si bien incompleta, de las conductas ilícitas '1 las sanciones
aplicables, ya que tal regulación no sana las insuficiencias atribui­
bies a la propta Ley que le sirve de cobertura, en atención al
cumplimiento de la reserva constitucional de Ley. En definitiva,
el arto 2S.1 de la Constitución obli¡a al1egislador a regular por sí
mismo los tipos de infracción administrativa y las sanciones
correspondientes, en la medida necesaria para dar cumplimiento a
la reserva de Ley. Desde otro punto de vista, y en tanto aquella
regulación legal no se produzca, no es lícito' a partir de la
Constitución, tipificar nuevas inftacciones ni introducir nuevas
sanciones o alterar el cuadro de las existentes por una norma
reglamentaria cuyo contenido DO esté suficientemente predetermi­
nado o delimitado por otra de rango legal.

4. Distinto es el supuesto en que la norma ~mentaria
posconstitucional se limi~ sin innovar el sistema de mfracciones
y sanciones en vigor, a apbcar ese sistema preestablecido al objeto
particularízado de su propia~ónmaterial. No cabe entonces
hablar propiamente de remiSIón normativa en favor de aquella

disposición, puesto que la remisión implica la potestad conferida
por la norma de reenvío de innovar, en alguna medida, el
ordenamiento por parte de quien la utiliza. En realidad, se trata
más bien de una reiteración de las reglas sancionadoras establecidas
en otras normas más generales, por aplicación a una materia
singularizada incluida en el ámbito genérico de aquéllas. A este tipo
de complemento o es~ificación reglamentaria cabe referir, por lo
que al derecho sanCIonador se refiere, la validez declarada en
nuestra STC 83/1984, cuando concuerda o se ampara en disposicio­
nes igualmente válidas, bien porque se adecua a la reserva
constilucional de Ley, bien porque esta reserva no le alcanza
retroactivamente. Y ello por la sencilla razón de que en tal caso la
disposición de desarrollo reglamentario-no infringe la prohibición
antes señalada de alterar el sistema sancionatorio administrativo
sin cobertura lepl apropiada -

Sobre esas bases, el problema fundamentalmente planteado en
el presente caso consiste en determinar si la Orden Ministerial de
9 de enero de 1979, en lo que aquí interesa, el sistema sancionatorio
anterior a la entrada en v180r de la COnstitución con cuya entrada
se produjo la caducidad de las habilitaciones entonces existentes o
si, por el contrario, se limitó a reiterar las normas vigentes,
aplicándolas o específicándolas para una materia concreta, como es
la regulación de los casinos de Juego. Esas normas aplicables eran
las previstas en el art. 10 del Real Decreto 444/1977, que en su
primer apartado tipifica algunas infracciones administrativas en
materia de juegos de suerte, envite o azar y apuestas; en el apartado
segundo establece las sanciones aplicables a dichas infracciones y
relativas a las normas de los Reglamentos particulares que se dicten
en ejecución del Real Decreto, y en el apanado tercero dispone que
los Reglamentos particulares determinarán concretamente las
infracciones y las sanciones a el1as aplicables. Ahora bien, la
sanción cuya nulidad se solicita se impuso como consecuencia del
incumplimiento por parte de las obligaciones que establecía el
Reglamento de Casinos de Juego, aprobado por Orden Ministerial
de 9 de enero de 1979 relativa a la expedición de tarjetas de
entrada, a los datos que deben figurdr en ella y a su archivo,
malerias que regu1an los artículos 32.4 y 33.4 a) de dicho
Reglamento, y aunque es cieno que la cuantía de la sanción

-(doscientas cincuenta mil pesetas) está en los limites establecidos
por el arto lO del Real Decreto 444/1977, también lo es que la
conducta sancionada sólo puede subsanarse en el supuesto previsto
en dicho Real Decreto acudiendo a la genérica remisión a los
Reglamentos particulares que en él se contiene. No se trata, pues,
en lo que se refiere a un elemento esencial en la garantía del
principIO de legalidad, cual es la tipificación de las conductas
sancionables, de una simple aplicacIón o específicación a una
materia concreta de una norma más general, pero que tenga la
suficiente precisión para que de una idea clara de su contenido,
sino de un ju~o de remisiones en blanco en que el Decreto-Iey
autoriza al GobIerno para dicw las nom¡as sancionadoras que crea
convenientes y el Gobierno, al hacer uso de esa automación,
reenvía también libremente, en lo que aquí interesa, a un futuro
Reglamento, que es el que en último término tipifica ex novo la
conducta sanCIonable, tipificación cuya única base legal sería el uso
de una habilitación ampllsima y ya caducada.

En consecuencia, la sanción aplicada no tiene la cobertura legal
exigida por el arto 2S.l de la Constitución, por lo que procede
conceder el amparo solicitado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto el Tribunal Constitucional, POR
LA AUTORIDAD OUE;. LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION Esl'ANOLA,

Ha decidido:

Otor¡¡ar el amparo solicitado y, en consecuencia, anular la
ResolUCIón del Gobernador civil de Baleares de 16 de enero de
1981 y la del Ministerio del Interior de 3 de octubre del mismo año,
en virtud de las cuales se impuso al recurrente una multa por
infracciones del Reglamento de Casinos de Juego de 9 de enero
de 1979.

Publíquese esta Sentencia en el "Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a siete de abril de mil novecientos ochenta y
siete.-Gloria Begué Cantón.-Angcl Latorre Segura.-Fernando Gar­
cía-Mon y González-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs
Leguina Villa.-Luis López Guerra.-Firmados. y rubri,cados.


